PEDIDO DE POSTERGACION
CAMBIO DE LUGAR
Sres. Codema
S              ___/__    ____      D:
            Quienes suscriben, todos habitantes de la localidad de El Bolsón, Río Negro, constituyendo el domicilio en calle José Hernández 963 – de esta localidad, titulares del derecho a un ambiente sano en los términos del art. 41 de la Constitución de la Nación; art. 2, “e” ley 3266, en el trámite de procedimiento Impacto Ambiental ley 3266, conjuntamente con el Grupo de Apoyo Jurídico por el Acceso a la Tierra del Centro de Políticas Públicas para el Socialismo,  ONG en cuyo objeto social está incluida la protección del ambiente,  en el EXPTE…… CARATULADO…,. nos presentamos y decimos:

Que venimos a solicitar la postergación de la fecha de la audiencia pública fijada para el día 2 de septiembre de 2010, así como el cambio de lugar de su realización, por las siguientes consideraciones fácticas y jurídicas: 

Como es de su conocimiento, muchos habitantes han requerido información al CODEMA relativa a la Declaración Jurada prevista en el art. 7 a) de la ley 3266 sin haberla conseguido. 
Este impedimento está directamente relacionado con la omisión de este organismo de establecer en tiempo y forma el “…sistema  de  información   pública  absolutamente abierto a fin de dar publicidad a las Declaraciones  Juradas de  Impacto  Ambiental que le sean elevadas como así  también las opiniones públicas y dictámenes técnicos que se produzcan durante el procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental” (art. 11 ley 3266).  No se ha publicado a la fecha en Internet ni en medios masivos las declaraciones juradas ni se ha habilitado un ámbito para que se publiquen las opiniones y dictámenes técnicos ni de la población de El Bolsón ni de las organizaciones ambientalistas locales, provinciales, regionales y nacionales con presencia local a las que el CODEMA está obligado a convocar específicamente a la audiencia pública conforme art. 9 de la ley 3266.
Este marco de incumplimientos profundiza la desigualdad que la población padece con relación al poder con el que cuentan los interesados, siendo que la obligación del estado es balancearlas y contrapesarlas facilitando por todos los medios a su alcance el acceso a la información. 

Como es de su conocimiento, la Declaración Jurada presentada en este caso, es muy voluminosa, lo que torna imposible a muchas y muchos personas acceder y fotocopiala aguardando aún respuesta oportuna del organismo o solución alternativa. Recordamos que es una obligación del estado facilitar el derecho de acceso a la información en los términos del art. 1, 2 en concordancia con el art. 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos normas que forman parte del bloque de constitucionalidad por manda del art. 75 inc. 22 de la Constitución de la Nación junto a los arts. 1 y 41. En este sentido, el derecho de acceso a la información ambiental es el bastión que permite de la "Participación" en la defensa de los derechos. 
2. En segundo término, la audiencia pública fijada para el día 2 de septiembre del corriente sería, -no lo sabemos a ciencia cierta justamente por la falta de una comunicación oficial de este organismo- en la localidad de El Manso, a unos 80 kilómetros de El Bolsón. En este lugar, no hay transporte público para llegar ni se lo ha garantizado por parte del este organismo provincial. Pero lo más grave es que a) el lugar más densamente poblado (cientos de veces más que El Manso) donde hay más personas con un interés legítimo es El Bolsón; b) el emplazamiento que impactaría en el ambiente está ubicado dentro del ejido de El Bolsón;  c) es de público y notorio los enfrentamientos violentos que se han dado en intentos de participar por parte de los ciudadanos de El Bolsón en actividades recientes referidas a este lugar.

3. En tercer lugar, la voluminosidad y complejidad de la información exigen a la población poder realizar consultas con técnicos especializados, lo que insume un costo que difícilmente pueda afrontar la población y organismos ambientales interesadose. El CODEMA, no lo ha facilitado tampoco. Al respecto, el art. 10 de la ley 3266 establece que: “…podrá  recabar el dictamen técnico de personas reconocidamente  idóneas en el tema de que se trata o de universidades  o  centros de investigación públicos o  privados, estatales  o no, provinciales, nacionales o  internacionales, respecto  a  las Declaraciones Juradas de  Impacto  Ambiental presentadas; en tal sentido podrá realizar las contrataciones pertinentes”. Esta facultad no ha sido ejercida y la magnitud del emprendimiento lo amerita. 

Lo que no es facultativo, sino un deber incumplido por el CODEMA es no haber recabado el dictamen sobre  la repercusión en el ambiente  a  los organismos  y reparticiones públicas nacionales, provinciales o municipales con ingerencia y/o implicancia en el ambiente, debe impuesto por el párrafo 2 del art. 10 de la citada ley.
Si consideramos que el artículo 1º de nuestra Constitución de la Nación, en tanto adopta un sistema de gobierno democrático y republicano, les reserva a sus ciudadanos el derecho de participación y control respecto de los actos de gobierno, esta participación se viene cercenando fuertemente en la faz informativa previa. 

Por las razones expuestas, requerimos:

1) Se establezca el sistema de acceso a la información previsto en el art. 11 de la ley 3266 facilitando la participación en el mismo a las ONGs y población de El Bolsón;

2) se postergue la fecha de audiencia hasta tanto ello sea establecido y garantizado;
3) se fije la localidad urbana de El Bolsón, con facilitad de acceso a toda la población local y de transmisión pública por los medios como lugar de realización de la audiencia pública prevista en el art. 9 de la ley 3266.

4) Todo bajo apercibimiento de ampararnos judicialmente por su incumplimiento

            Sin más, y a la espera de su respuesta, los saludamos muy atentamente.-  
